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Resumen: la justicia constitucional en la República del Para-
guay es incipiente, pues su nacimiento como tal se produce en 
la Constitución de 1992, con las competencias de la Sala Cons-
titucional, y a lo largo de estos más de treinta años la misma se 
ha ido desarrollando, adquiriendo nuevas formas, que muchas 
de ellas no se encuentran legisladas, sino que han nacido a par-
tir de la interpretación de los jueces de la Corte Suprema de 
Justicia, lo que ha implicado el avance de ella conforme necesi-
dades institucionales. 

Abstract: constitutional justice in the Republic of Paraguay 
is incipient, since its birth as such occurs in the 1992 Cons-
titution, with the powers of the Constitutional Chamber, and 
throughout these more than thirty years it has been develo-
ping, acquiring new forms that many of them are not legislated, 
but have been born from the interpretation of the judges of the 
Supreme Court of Justice, which has implied the advancement 
of it according to institutional needs.
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I. Competencia constitucional

El sujeto constitucional facultado a la declaración de inconstitu-
cionalidad es la Corte Suprema de Justicia, conforme lo dispone 
el artículo 132 de la Constitución, sin embargo, en el artículo 260 
de este mismo texto se otorga esta facultad a la Sala Constitucio-
nal de la Corte Suprema de Justicia. Aquí se produce un problema 
de interpretación, pues se otorga la facultad de la declaración de 
inconstitucionalidad tanto a la Corte Suprema de Justicia —que 
es el órgano jurisdiccional de la tríada de poderes del Estado— y 
también a una parte de esta misma Corte, que es la Sala Consti-
tucional, de lo que claramente se interpreta que esta atribución 
constitucional la tienen dos sujetos, la Corte Suprema de Justicia 
y la Sala Constitucional, en el mismo nivel normativo y de máxi-
mo rango —el constitucional—, por lo que esta superposición 
parcial de atribuciones ha generado y lo seguirá haciendo, una 
serie de interpretaciones, todas ellas dispares, en relación a quien 
es el custodio de nuestra Constitución, o lo es la Corte Suprema 
de Justicia o lo es la Sala Constitucional, o ambas a la vez (una 
tercera parte de la misma).

El “control de constitucionalidad” tiene por objetivo la cus-
todia del primer párrafo del artículo 137 de la Constitución que 
refiere la supremacía constitucional así como el orden de pre-
lación en la aplicación de la ley, y este orden está dado por la 
Constitución, los tratados internacionales aprobados y ratifica-
dos, las leyes emanadas del Congreso, otras disposiciones jurídi-
cas de inferior jerarquía (decretos, reglamentos, ordenanzas), así 
como también lo dispuesto en el artículo 256 del mismo texto ya 
mencionado que en su segundo párrafo estipula que “[…] Toda 
sentencia judicial debe estar fundada en la Constitución y en la 

| 34 

Elodia Almirón Prujel



Ley […]”; este control constitucional no protege en forma directa 
los derechos fundamentales, pero sí lo hace en forma colateral, 
cuando el acto normativo cuestionado infringe la Constitución, 
en cualquiera de los artículos que garantizan los derechos funda-
mentales, así también se hace aplicable a los artículos que regulan 
las competencias y organización de los poderes del Estado.

La facultad consiste en la declaración de inconstitucionali-
dad, dice el texto, de las normas jurídicas y de las resoluciones 
judiciales. Como “normas jurídicas”, debe interpretarse que son 
los preceptos constitucionales de los que devienen luego de los 
tres actos de la interpretación (interpretación, argumentación y 
aplicación), pues ellas como tales son el resultado de la actividad 
interpretativa, entendiéndose como proceso-producto; así es la 
actividad desplegada por el intérprete a los efectos de otorgarle 
contenido significativo al precepto legal. De esta idea se despren-
de la posición que los artículos propiamente dichos, no son nor-
mas jurídicas, sino que ellos contienen normas jurídicas, las que 
toman forma y contenido a partir del trabajo del intérprete.

En lo que respecta a las “resoluciones judiciales”, las mismas 
como un todo, fueron consideradas por el Convencional consti-
tuyente, pues este artículo refiere “resoluciones judiciales”, y en 
esta generalidad debe entenderse la especificidad de las mismas 
(providencia, auto interlocutorio y sentencia judicial, reconoci-
das individualmente en el Código procesal civil). Sin embargo 
aquí se presenta nuevamente el mismo problema ya mencionado 
en párrafos anteriores, con respecto a lo dispuesto en el artículo 
260 de este texto en su numeral 2) —este solo hace referencia a 
las sentencias definitivas o interlocutorias, no haciendo mención 
a resoluciones judiciales en sentido genérico—, debiendo ser re-
suelta esta disparidad conceptual con una interpretación literal a 
través de un argumento gramatical, pues así debe ser entendido 
en un contexto sistémico, en el sentido de que todas las reso-
luciones pueden ser pasibles de impugnación a través de la in-
constitucionalidad, no solo las sentencias definitivas y los autos 
interlocutorios, sino también las providencias. Si bien, el artículo 
256 de la Constitución, ordena que toda sentencia judicial debe 
tener su fundamento en la Constitución (tampoco incluye a los 
autos interlocutorios), con el argumento retórico a fortiori (de 
mayor a menor), tanto los interlocutorios como las providencias 
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quedarían incluidos en la obligación del juzgador de fundamen-
tar los mismos en el texto constitucional. 

La inconstitucionalidad así reconocida en el contexto cons-
titucional, tiene como efecto la inaplicabilidad de los actos nor-
mativos (leyes, decretos, reglamentos, etc.), o la nulidad de las 
resoluciones judiciales. 

Ambos efectos, tienen como objetivo final la inexistencia del 
acto impugnado de inconstitucionalidad. Así en la inconstitucio-
nalidad contra los actos normativos, el efecto de “inaplicabilidad” 
conlleva a que el precepto legal declarado inconstitucional hace 
que ya no se encuentre vigente el mismo y no se pueda aplicar 
a futuro (efecto ex nunc), es decir el precepto declarado incons-
titucional es válido, pero no vigente, y no podrá ser aplicado a 
partir de la declaración de inconstitucionalidad del acto norma-
tivo impugnado de tal, es decir no tiene efecto retroactivo, por lo 
que las situaciones fácticas originadas con anterioridad a la fecha 
de la declaración quedarán regidas por la normativa vigente al 
momento de su nacimiento. El efecto ex tunc, sin embargo, tiene 
una dirección contraria, y es que este tiene un efecto retroac-
tivo, alcanzando así a todos los actos que se generaron durante 
la vigencia del acto normativo cuestionado de inconstitucionali-
dad. En el primer efecto mencionado, el órgano jurisdiccional se 
convierte en legislador negativo, pues expulsa el acto normativo 
del derecho positivo interno, es decir, en el caso del poder le-
gislativo (legislador positivo) sanciona la ley para que vea la luz 
de su exigibilidad, sin embargo, el poder judicial (más específi-
camente, aquel denominado Tribunal Constitucional, que en el 
caso de Paraguay, no cuenta con el citado órgano, pues lo que se 
tiene es una Corte Suprema de Justicia/Sala Constitucional —a 
los efectos prácticos el órgano con ejercicio efectivo de poder—), 
se convierte en un legislador negativo al expulsar el acto norma-
tivo del sistema jurídico al que pertenece. Este acto de expulsión 
claramente, para el caso de Paraguay, no es inmediato, sino que el 
órgano jurisdiccional en cuestión al declarar inaplicable, el acto 
posterior debe ser la comunicación al Congreso de la República, 
para que este proceda, como legislador positivo, a derogar el pre-
cepto legal declarado inconstitucional, siempre y cuando se trate 
de una ley (esto dependerá del tipo de acto normativo de que se 
trate).
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Contra las resoluciones, el efecto es la “nulidad”, es decir, las 
resoluciones judiciales declaradas inconstitucionales son nulas 
(inexistentes), generando como resultado de esta nulidad que 
se ordene el reenvió del proceso a la instancia donde se produ-
jo la misma —primera o segunda instancias— (por violación del 
artículo 256 segundo párrafo del texto constitucional), para un 
nuevo juzgamiento (artículo 560 del Código de rito civil), ya que 
la resolución ha sido anulada por vicio de inconstitucionalidad 
(fundamentación contra legem). 

El artículo 556 del Código Procesal Civil establece las causa-
les para la procedencia de la inconstitucionalidad contra resolu-
ciones (artículo 260 de la Constitución, no olvidemos que solo 
refiere contra sentencias definitivas o interlocutorias), que son 
dos, cuando “por sí mismas sean violatorias de la Constitución”, 
o cuando “se funden en una ley, decreto, reglamento, u otro acto 
normativo de autoridad, contrarios a la Constitución”. En el pri-
mer caso tratado, debemos entender que la fundamentación de 
la resolución (sentencias de primera o de segunda instancia, o 
autos interlocutorios de primera o de segunda instancia, o provi-
dencias) es la que la torna inconstitucional, por una interpreta-
ción incorrecta del texto legal aplicable a la solución del caso en 
cuestión, dando origen a un tipo de “sentencia arbitraria”; y en el 
segundo caso analizado, es cuando el juzgado aplica un precepto 
legal (acto normativo) que en sí mismo es inconstitucional, con-
virtiendo así a la resolución en inconstitucional.

La doctrina de la sentencia arbitraria, desarrollada por la 
Corte Suprema de Justicia, desde el año 1985 hasta la fecha, com-
prende no solo aquellas sentencias carentes de fundamentación, 
con una fundamentación errada, con una fundamentación apa-
rente, o inclusive una fundamentación que contradiga el texto 
constitucional, sino que además esta doctrina comprende aque-
llas sentencias que tienen un insuficiente razonamiento probato-
rio, consideran pruebas no diligencias en las instancias inferiores 
o con una incorrecta valoración probatoria. La sentencia arbitra-
ria permite al órgano juzgador inferior corregir o rectificar es-
tas falencias, una vez que la Corte Suprema de Justicia o la Sala 
Constitucional se pronuncien sobre la impugnación de inconsti-
tucionalidad, disponiendo el reenvío del proceso al órgano juris-
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diccional que sigue en orden de turno, para el nuevo juzgamiento 
de la causa.

II. Variables del proceso de inconstitucionalidad

La referencia de inconstitucionalidad debe ser analizada en re-
flejo a lo que estipula el artículo 137 —último párrafo—, pues allí 
se expone que “[…] Carecen de validez todas las disposiciones o 
actos de autoridad opuestos a lo establecido en esta Constitución 
[…]”, de lo que se colige que cualquier acto normativo contrario 
al orden de prelación constitucional y por ende a la supremacía 
constitucional, carece de validez, debiendo interpretarse así den-
tro del contexto constitucional. Esta disposición constitucional, 
conforme interpretación sistémica habilita a la máxima instancia 
jurisdiccional, debe ser activada por la Corte Suprema de Justicia, 
pues implicaría que la disposición normativa atacada de incons-
titucional, sea expulsada del sistema de derecho positivo interno, 
pues el precepto legal es suficientemente claro al ordenar que 
toda disposición contraria al texto constitucional carece de vali-
dez, al igual que los actos de autoridad. Con respecto a esta cate-
goría, los actos de autoridad refieren a la actividad competencial 
de los tres órganos estatales (legislativo, ejecutivo y judicial) así 
como a los otros órganos constitucionales, tales como Defensoría 
del Pueblo, Consejo de la Magistratura, Jurado de Enjuiciamiento 
de Magistrados, Banco Central del Estado, entre otras institucio-
nes de rango constitucional.

La inconstitucionalidad lo que posibilita, es la declaración de 
invalidez del acto impugnado como tal, tratándose de actos nor-
mativos propiamente —su inaplicabilidad—, y de resoluciones ju-
diciales —su nulidad—, encontrándose relacionada la nulidad, con 
la inexistencia del acto jurisdiccional declarado inconstitucional, 
que por efecto del reenvío dispuesto en el artículo 560 del Código 
Procesal Civil, se devuelve al juzgado que sigue en orden de tur-
no, para el nuevo juzgamiento de la causa, ya sea en primera o en 
segunda instancia, lo que no conlleva al retrotraimiento del proce-
dimiento como ocurre con el efecto generado con un recurso de 
nulidad por vicio de procedimiento que se vuelve al acto procesal 
donde se produjo el vicio, para que lo reproduzca el nuevo juez 
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interviniente. No así la inaplicabilidad, pues la misma está rela-
cionada con la vigencia del acto, y no precisamente con su origen, 
por lo que el acto normativo es válido si el mismo se ha originado 
en el órgano competente para ello (así la Ley tiene su origen en 
el Congreso de la República, la sentencia judicial tiene su origen 
en el órgano jurisdiccional, etc.), pero con la inconstitucionalidad 
queda sin vigencia y por ende inaplicable con efecto ex nunc —
desde ahora—, así el efecto de la inconstitucionalidad produce sus 
efectos a futuro, y no tiene efecto retroactivo —ex tunc—. 

El proceso de inconstitucionalidad se encuentra regulado 
como ya se había referenciado en el Código Procesal Civil, no 
se cuenta con una ley regulatoria especial, por lo que los proce-
sos de constitucionalidad se ordenan en una ley procesal civil (el 
proceso civil no guarda relación alguna con el proceso constitu-
cional, sus principios son distintos, así como también su conte-
nido ideológico). 

La legitimación del proceso recae en el interesado, no se tiene 
una legitimación abstracta, por el solo interés del mantenimiento 
de la supremacía constitucional, lo que resta amplitud al control 
de constitucionalidad más aun tomando en consideración que la 
interpretación dada por la Corte Suprema de Justicia es con el 
alcance inter-partes (solo entre las partes) y no erga omnes (para 
todos).

Las reglas procedimentales pueden ser catalogadas del si-
guiente modo: i) legitimación activa: persona física, persona jurí-
dica de derecho público/derecho privado; ii) legitimación pasiva: 
persona física, poder ejecutivo, poder legislativo, poder judicial, 
Defensoría del Pueblo, Banca Central del Estado, Consejo de la 
Magistratura, Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados, etc.; iii) 
plazo de interposición: imprescriptible (actos normativos de ca-
rácter general), 6 meses (acto normativo de carácter particular), 
9 días (resoluciones judiciales), etapas procesales (excepción de 
inconstitucionalidad); iv) órgano competente: Corte Suprema de 
Justicia, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; v) 
plazo de resolución: 30 días; vi) parte imprescindible en el pro-
ceso: Ministerio Público (Fiscalía General del Estado); vii) plazo 
de traslado: 18 días para los actos normativos de carácter gene-
ra/particular, 9 días para las resoluciones judiciales/excepción 
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de inconstitucionalidad; viii) reglas procedimentales: se pueden 
adoptar medidas para mejor resolver, se puede aperturar a prue-
ba, se pueden adoptar medidas cautelares (de las pretasadas en 
el Código procesal civil); ix) efectos: la promoción de la acción 
de inconstitucionalidad contra actos normativos de carácter ge-
neral/particular (a pedido de parte) puede suspender los efectos 
de los mismos; la promoción de la acción de inconstitucionalidad 
contra resoluciones judiciales suspende en forma inmediata la 
posibilidad de ejecutar la resolución judicial impugnada de in-
constitucionalidad con la simple promoción de la misma; x) la 
acción de inconstitucionalidad (acto normativo de carácter ge-
neral/particular, resoluciones judiciales) abona tasa judicial; xi) 
la consulta de constitucionalidad así como la acción de certeza 
constitucional no cuenta con regulación propia; xii) alcances: 
erga omnes, inter partes, ex nunc, ex tunc; xiii) rechazo in limine 
(múltiples causas); xiv) causa probable: cuestiones no justicia-
bles, precisión de la norma constitucional o principio constitu-
cional afectados, justificación de la lesión concreta, mención del 
cuerpo normativo o acto de autoridad impugnado, el escrito debe 
estar fundado en términos claros y concretos. 

Estas reglas procedimentales aplican para todos los procesos 
de constitucionalidad, adaptándose las mismas para los procesos 
que no tienen una regulación propia como ser la acción de certe-
za constitucional, el incidente de inconstitucionalidad (Amparo) 
y la denominada consulta constitucional.

El proceso de constitucionalidad, ya en la ley procesal civil, 
contiene un acto procesal de oficio de que la acción se tenga por 
desistida si es que la misma no reúne las condiciones exigidas 
por dicha ley, que luego en la ley regulatoria de atribuciones de 
la Corte Suprema de Justicia (núm. 609/95), pasó a denominarse 
en su artículo 12 “Rechazo in limine”, siendo que ya a finales de 
la década de los ochenta el artículo 552 disponía lo siguiente: 

Requisitos de la demanda. Al presentar su escrito de demanda a la 
Corte Suprema de Justicia, el actor mencionará claramente la ley, 
decreto, reglamento o acto normativo de autoridad impugnado, o, 
en su caso, la disposición inconstitucional. Citará además la nor-
ma, derecho, exención, garantía o principio que sostenga haberse 
infringido, fundando en términos claros y concretos la petición. En 
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todos los casos la Corte Suprema examinará previamente si se ha-
llan satisfechos estos requisitos. En caso contrario, desestimará sin 
más trámite la acción. 

Este precepto legal utiliza el término desestimar, pero el obje-
tivo es el mismo que el rechazo in limine, es decir, no se cumplen 
los requisitos, y no se da trámite a la acción, no dando vida a la 
regla del contradictorio. El mismo contenido normativo presenta 
el artículo 557 del Código Procesal Civil; el artículo 12 de la Ley 
609/95 dispone lo que sigue “No se dará trámite a la acción de in-
constitucionalidad en cuestiones no justiciables, ni a la demanda 
que no precise la norma constitucional afectada, ni justifique la 
lesión concreta que le ocasiona la ley, acto normativo, sentencia 
definitiva o interlocutoria”.

El incumplimiento de los requisitos exigidos por la ley de 
forma civil y la ley organizativa, hacen que la promoción de la 
inconstitucionalidad (en sus variables de acto normativo de ca-
rácter general/particular, resolución judicial) no resultan ni si-
quiera tramitables. El agregado que presentó la ley regulatoria de 
atribuciones de la Corte Suprema de Justicia son las cuestiones 
no justiciables y la falta de justificación de una lesión concreta 
que le ocasiona el acto normativo cuestionado. Estos preceptos 
mencionados, lo que regulan realmente es la condición de admi-
sibilidad o no de la acción de inconstitucionalidad para que pos-
teriormente pueda ser tramitada conforme las reglas procesales 
pertinentes. La Sala Constitucional es la encargada de recepcio-
nar todas las variables del control de constitucionalidad (acción, 
excepción, incidente, consulta y certeza), pero la misma no cuen-
ta con un plazo procesal para expedirse al respecto. Si se aplicara 
supletoriamente los plazos del proceso de constitucionalidad, se 
tendría o 9 días, o 18 días o 30 días; como se trata de una simple 
cuestión de admisibilidad, el plazo prudencial que debe tomarse 
es el de 9 días desde el momento de la promoción de la acción, 
pues de lo contrario sin tener un plazo procesal específico en la 
ley pero sí en un acto normativo de rango muy inferior como ser 
una Acordada núm. 975/2015 (20 días hábiles), son numerosas 
las acciones que se encuentran pendientes de su admisibilidad 
por mucho tiempo, inclusive por años.
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El ministro Diesel con respecto a este rechazo in limine expone lo 
que sigue […] QUE, estudiados los fundamentos de la acción in-
coada por los recurrentes, no surge de manera clara y concreta la 
lesión constitucional que ocasiona el fallo impugnado. Al respecto, 
cabe advertir que para la procedencia del control constitucional, el 
contenido del escrito en el que se plantea, debe abarcar una por-
menorizada crítica de los fundamentos en que se apoyaron los Juz-
gadores para llegar a las conclusiones que originan los agravios. Es 
insuficiente e inconsistente la mera disconformidad o discrepancia 
con las resoluciones dictadas. En el caso examinado, las argumenta-
ciones de los accionantes no satisfacen tal presupuesto, pues no se 
demuestra el agravio constitucional causado, a través de una expo-
sición crítica, razonada y prolija de las resoluciones impugnadas, la 
cual debe bastarse a sí misma, dado el carácter autónomo y excep-
cional que posee esta acción [...]”. (A.I. núm. 01 del 10 de enero de 
2024, rechazo in limine de una acción de inconstitucionalidad en 
un proceso de Amparo constitucional).

La segunda variante de la inconstitucionalidad toma la for-
ma de un medio general de defensa denominada excepción de 
inconstitucionalidad, la cual también se encuentra regulada en 
el Código procesal civil, y mencionada en el artículo 260 de la 
Constitución. La excepción de inconstitucionalidad, encuentra 
su sustento en que la fundamentación normativa de las partes en 
un proceso judicial, atenta contra un derecho, deber, obligación o 
principio de rango constitucional. El artículo 132 no menciona a 
la excepción de inconstitucionalidad como medio de solucionar 
conflictos constitucionales, solo el artículo 260 se refiere a ella, y 
encuentra su regulación procedimental en el Código Procesal Ci-
vil y en la ley regulatoria de la Corte. La excepción de inconstitu-
cionalidad siendo concebida como un medio general de defensa, 
su realidad ideológica descansa es que un control de constitucio-
nalidad preventivo, a los efectos de evitar la aplicación de un acto 
normativo inconstitucional por parte del órgano jurisdiccional. 
La ley procesal civil establece las etapas procesales en las que 
se puede oponer la excepción y los tipos de juicios (ordinarios, 
especiales, sumarios, incidentes) así como las instancias de opo-
sición. Este tipo de control de constitucionalidad, se encuentra a 
cargo —en forma exclusiva— o de la Sala Constitucional o de la 
misma Corte Suprema de Justicia, pues el control de constitucio-
nalidad en Paraguay es concentrado y no difuso, por ello cuando 
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el juzgador inferior observa que la excepción de inconstituciona-
lidad ha sido opuesta fuera de las etapas procesales reguladas en 
la ley civil de forma, no la puede rechazar, está obligado a darle 
la tramitación correspondiente, y luego elevar los antecedentes 
a la máxima instancia jurisdiccional, porque de lo contrario esta-
ría asumiendo competencias que no le han sido otorgadas por la 
Constitución, pudiendo ser pasible de juzgamiento por el Jurado 
de Enjuiciamiento de Magistrados —por desconocimiento de la 
ley, artículo 14 literal g) de la Ley núm. 6814/2021—; por lo que 
el rechazo de una excepción de inconstitucionalidad no es com-
petencia de los juzgadores de instancias inferiores, sino exclusi-
vamente de la Sala Constitucional de la Corte o de la misma Cor-
te, el juez de primera instancia o la Alzada que recepcione una 
excepción de inconstitucionalidad solo debe limitarse a tramitar 
la misma, y luego elevar los antecedentes a la máxima instancia 
jurisdiccional para el análisis y resolución de la misma. 

Conforme el artículo 132, el legitimado constitucional es la 
Corte Suprema de Justicia para la realización del control cons-
titucional, y tenemos fallos en el acervo constitucional, donde 
se declara la inconstitucionalidad con el efecto erga omnes, de 
acuerdo a lo prescripto en el artículo 137 in fine de la Constitu-
ción “[…] Carecen de validez todas las disposiciones o actos de 
autoridad opuestos a lo establecido en esta Constitución”.1

Los tipos que conforman el control de constitucionalidad, no 
solo se reducen a la acción de inconstitucionalidad contra acto 

1	 El prof. Dr. Luis Lezcano Claude sostiene que el efecto limitado de inaplica-
bilidad de las disposiciones para el caso concreto es consecuencia de la de-
claración de inconstitucionalidad pronunciada por la Sala Constitucional y 
no por el Pleno. Según el jurista, en virtud de lo dispuesto en los artículos 
132 y 259 inciso 5 de la Constitución en concordancia con el 137 último 
párrafo, la Corte Suprema de Justicia, actuando en pleno, tiene la facultad 
de declarar la inconstitucionalidad con efectos erga omnes. Es este criterio 
que el máximo órgano jurisdiccional paraguayo sostuvo en algunos fallos 
al declarar la inaplicabilidad de la Ley núm. 244/93 (Acuerdo y Sentencia 
núm. 183 del 1 de julio de 1994), del Decreto núm. 117 del 18 de agosto 
de 1998 (Acuerdo y Sentencia núm. 415 del 2 de diciembre de 1998); de 
los artículos 136 y 137 del Código Procesal Penal de 1998 a los procesos 
regidos y sustanciados por el Código de Procedimientos Penales de 1890 
(Acuerdo y Sentencia núm. 979 del 18 de septiembre de 2002).
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normativo, contra resoluciones judiciales, y la excepción de in-
constitucionalidad, se tiene además el incidente de inconstitu-
cionalidad regulado en el artículo 582 del Código Procesal Civil, 
la denominada “consulta constitucional” que realmente se trata 
de un control de oficio de constitucionalidad, y la declaración de 
certeza constitucional. 

El incidente de inconstitucionalidad se activa en otro proceso 
constitucional que es el del Amparo. El artículo 582 del cuer-
po procesal civil fue modificado por la Ley número 600/95, y el 
contenido no modificado regulaba un control difuso de consti-
tucionalidad en nuestro país, pues el texto disponía cuanto sigue 
“El juez podrá pronunciar expresamente la inconstitucionalidad 
de leyes, decretos, reglamentos u otros actos normativos de auto-
ridad, cuando ello fuere necesario para la concesión del amparo. 
La apelación, en este caso, será resuelta por la Corte Suprema de 
Justicia”, de este texto se colige claramente que un juez de rango 
inferior y no la Corte Suprema de Justicia era la responsable y 
tenía la competencia para declarar la inconstitucionalidad de los 
actos normativos allí individualizados, para conceder el Amparo 
constitucional y para su revisión se daba el per saltum, pues el 
órgano de Alzada no era un Tribunal de Apelación sino la misma 
Corte Suprema de Justicia. Este control difuso de constituciona-
lidad coexistió con el control concentrado desde el 20 de junio 
de 1992 (promulgación de la Constitución) hasta el 16 de junio 
de 1995 (3 años), es decir, durante este tiempo tuvimos control 
concentrado vs. control difuso, pero con la Constitución de 1992 
el control se volvió exclusivamente concentrado por mandato de 
los artículos 132 y 259 numeral 5) de la Constitución y tal si-
tuación normativa no ha cambiado a la fecha. Este denominado 
“incidente” pues así lo cataloga la ley, realmente no se trata de un 
incidente, pues lo activa el juzgador de primera instancia quien 
recibe el amparo y que con la nueva redacción 

Si para decidir sobre la acción de amparo fuere necesario deter-
minar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de alguna ley, 
decreto o reglamento, el Juez, una vez constatada la demanda, ele-
vará en el día los antecedentes a la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia, la que en la mayor brevedad declarará la in-
constitucionalidad si ella surgiere en forma manifiesta. El incidente 
no suspenderá el juicio que proseguirá hasta el estado de sentencia.
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Se ha trasladado el control a la Sala Constitucional de la Cor-
te, todo ya en consonancia con el texto constitucional de 1992 
(control concentrado). La redacción de este precepto presenta 
una serie de problemas de aplicabilidad, pues no regula el plazo 
procesal para que la Sala Constitucional se expida al respecto de 
esta forma de “consulta”, solo dice “[…] en la mayor brevedad 
posible […]” que no es un plazo, la verdad que es la nada misma, 
pues en la mayor brevedad no implica un tiempo específico y 
definido en el que tenga que expedirse el órgano jurisdiccional, 
no pudiendo aplicarse el plazo que tiene la Sala Constitucional o 
la Corte para resolver una acción o una excepción de inconstitu-
cionalidad que es de 30 días, pues se trata de un Amparo cons-
titucional, en el que el plazo máximo es tres días para los actos 
procesales reglados en el Código procesal civil, por lo que a tra-
vés de un argumento sistémico para cubrir esta laguna normativa 
(problema lógico de interpretación) se debe aplicar el plazo pro-
cesal máximo del amparo que es de 3 días. 

El texto del artículo 582 no denomina a este procedimiento 
“consulta” pero realmente lo es, pues el juez del Amparo no lo 
puede resolver, en razón que tiene una duda acerca de la cons-
titucionalidad o no de alguna ley, decreto o reglamento que ten-
ga que aplicar para resolver la garantía constitucional y como el 
control de constitucionalidad en la República del Paraguay es 
concentrado y no difuso, el juez de primera instancia no puede 
declarar inconstitucional el precepto legal en duda, por ello re-
mite a la Sala Constitucional de la Corte a tal efecto. 

Otra falla en la redacción del artículo analizado es que utili-
za la palabra “constatada” y no “contestada”, pues dice “[…] una 
vez constatada […]” en lugar de decir una vez contestada, pues el 
contenido significativo de estas palabras es totalmente distinto, 
pues contestar es la palabra que se adecua al contexto procesal 
del artículo 582, ya que significa dar respuesta a algo, sin em-
bargo constatar es comprobar un hecho, un verbo no guarda re-
lación con el otro en el contexto procesal, pues una demanda lo 
lógico es que sea contestada y no constatada, por lo que a través 
de una interpretación correctora conforme, se debe colegir que 
el verbo de acción es contestar y no constatar, para darle un sen-
tido integral al precepto legal. 
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La Sala Constitucional ha realizado una interpretación del ar-
tículo 582, en el sentido de compararlo con el artículo 18 literal 
a) del mismo cuerpo legal, exponiendo que para la elevación de 
los autos a la máxima instancia, el juzgador debe fundamentar 
su posición acerca del porqué considera inconstitucional el acto 
normativo que necesita aplicar para resolver el amparo, la ele-
vación no es una simple remisión sino que debe ir en forma de 
consulta por parte del inferior al superior, y la posición del juez 
debe estar fundamentada. Hay opiniones dispares acerca de la 
aplicación del artículo 582, pero cabe exponer que el mismo no 
ha sido derogado a la fecha, por lo que su contenido sigue siendo 
de cumplimiento obligatorio para la judicatura nacional. 

Otra variable como tipología del control de constitucionali-
dad, es la denominada “consulta constitucional”, y se dice deno-
minada porque conforme el principio de legalidad tal instituto 
no existe en nuestro sistema legal, pero se basa esta variable en 
el contenido del artículo 18 literal a) del Código Procesal Civil, el 
que regula —realmente— un control ex officio de constitucionali-
dad por parte de la máxima instancia jurisdiccional. Este precep-
to legal presenta un problema de sistematicidad, pero que puede 
ser resuelto a través de una interpretación sistémica. El precepto 
legal está redactado así: 

Facultades ordenatorias e instructorias. Los jueces y tribunales po-
drán, aun sin requerimiento de parte: a) remitir el expediente a la 
Corte Suprema de Justicia, ejecutoriada la providencia de autos, a 
los efectos previstos por el artículo 200 de la Constitución, siempre 
que, a su juicio, una ley, decreto u otra disposición normativa pueda 
ser contraria a reglas constitucionales; [...]. 

El primer problema que presenta es que referencia al artículo 
200 de la Constitución, pero no de la Constitución de 1992 sino 
de 1967; se debe recordar que el código procesal es de finales de 
la década de los ochenta, y por ello su regulación hace referencia 
a la de 1967, no hay una posición estandarizada al respecto de 
este artículo, pues una posición es que la consulta constitucional 
no existe en nuestro sistema constitucional, pues tanto la Sala 
Constitucional no es órgano de consulta y que sus atribuciones 
se encuentran reguladas en el artículo 260 de la Constitución y 

| 46 

Elodia Almirón Prujel



que al no responder al principio de legalidad tal competencia no 
existe. Otra posición interpretativa es que, siendo que nuestro 
control concentrado y no difuso, la competencia recae exclusi-
va y excluyentemente, o en la Sala Constitucional o en la Corte 
Suprema de Justicia. Realmente no estamos ante una “consulta”, 
sino que en la operativa jurisdiccional el juzgador inferior se en-
cuentra ante la disquisición de si está frente a un precepto, que 
según su visión jurídica es contrario a reglas constitucionales, no 
la puede declarar inconstitucional, y por ello debe elevar a la Sala 
—que puede ampliarse a Corte— su argumentación de que tal 
precepto es inconstitucional, en resolución fundada, es decir es 
un control ex officio.

Haciendo un trabajo comparativo entre los artículos 582 y 
18 literal a) del mismo cuerpo legal ya mencionado, tenemos lo 
siguiente: 1. La primera diferencia entre ambos es que el artículo 
582 fue modificado por la Ley 609/95 adaptándolo al texto cons-
titucional de 1992, sin embargo, el artículo 18 quedó desfasado 
sin modificación alguna hasta la fecha; 2. El artículo 582 es apli-
cable en el procedimiento del Amparo constitucional, y el artícu-
lo 18 en su literal a) regula una facultad ordenatoria; 3. El artículo 
18 literal a) se refiere a una etapa procesal para la elevación de 
los autos a la Corte Suprema, que es la providencia de “Autos”, 
esa providencia es la de cierre del debate procesal cuando el de-
bate dialéctico entre las partes ha sido clausurado y el juzgador 
debe resolver el caso; sin embargo, la etapa procesal aludida en 
el artículo 582 es al contestar la demanda (al menos esa es la in-
terpretación dada por la judicatura nacional, pues ya hemos visto 
y analizado que la palabra usada por el legislador es constatada 
y contestada); 4. Ambos artículos no establecen plazos específi-
cos para que la máxima instancia jurisdiccional se expida acerca 
del motivo por el cual el expediente ha sido elevado a su vista; 
5. El artículo 582 dispone que el órgano de elevación es la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, y el artículo 18 
literal a) se refiere a la Corte Suprema de Justicia (lógico, aun no 
existía en este tiempo la Sala Constitucional), y 6. La identidad 
entre ambos artículos se observa en el fin de los mismos, que es 
la preservación de la supremacía constitucional —artículo 137 
primer párrafo de la Constitución—, y que es de competencia de 
la máxima instancia jurisdiccional.
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La última variable es la llamada Certeza Constitucional, la 
que tampoco se encuentra regulada en nuestro sistema de dere-
cho positivo interno, pero igualmente a través de la interpreta-
ción del texto constitucional, tanto la Sala Constitucional como 
la Corte Suprema de Justicia, le han dado vida como tipología 
de control de constitucional y como procedimiento constitu-
cional. 

La acción de certeza constitucional no tiene muchas senten-
cias (sean positivas o negativas), pero en los casos analizados, 
ha fallado tanto la Sala Constitucional como la Corte Suprema 
de Justicia. El artículo 247 le otorga al poder judicial la tarea de 
custodiar el texto constitucional, y el poder judicial se encuentra 
conformado (según el mismo precepto) por la Corte Suprema de 
Justicia, tribunales y juzgados; es decir la cabeza del órgano ju-
risdiccional es la Corte Suprema de Justicia y el control de cons-
titucionalidad le es otorgado tanto por el artículo 132 como al 
259 numeral 5) y el 260 le otorga la misma competencia a la Sala 
Constitucional. Esta acción es de interpretación constitucional 
con alcance de certeza, pues quien interpreta es el principal cus-
todio del texto constitucional, no es cualquier órgano, es la máxi-
ma instancia jurisdiccional.

La acción de certeza es una acción de interpretación del texto 
constitucional por parte de su principal custodio (Sala Constitu-
cional, Corte Suprema de Justicia), pues lo que se realiza es ex-
presar argumentos sobre el contenido del artículo interpretado y 
el alcance de su contenido significativo, es decir, se desentraña el 
verdadero sentido y alcance del precepto constitucional.

El artículo 542 del Código procesal civil, se encuentra rela-
cionado al fin de esta acción de certeza constitucional, pues or-
dena lo siguiente: 

Forma y contenido de la decisión. La Corte Suprema de Justicia dic-
tará resolución bajo la forma de sentencia definitiva, dentro de los 
treinta días de recibido el expediente. Si hiciere lugar a la excepción 
declarará la inconstitucionalidad de la ley o del instrumento nor-
mativo de que se tratare, y su consecuente inaplicabilidad al caso 
concreto. Cuando se tratare de interpretación de cláusula constitu-
cional, la Corte establecerá su alcance y sentido.
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Este precepto legal se encuentra en la regulación del proce-
dimiento de la excepción de inconstitucionalidad, pero en él se 
hace referencia a la interpretación de cláusula constitucional y 
además refuerza la idea de que en dicha interpretación la Corte 
establecerá su alcance y sentido. Esta regulación es del año 1988 
y se encontraba en referencia a la Constitución de 1967, pero 
igualmente se sigue aplicando a la fecha; conforme lo expresa el 
artículo referenciado y su contenido significativo, la Corte Supre-
ma de Justicia o bien la Sala Constitucional —pues se trata de un 
proceso constitucional— tienen competencia interpretativa sobre 
el texto constitucional, y así dar como resultado de su control una 
interpretación que tenga el alcance de una certeza constitucional.

Parte del procedimiento constitucional reglado para las ac-
ciones aplica en la acción de certeza constitucional, lo que marca 
la diferencia es que no existe una contraparte como ocurre con 
la excepción, la acción y el denominado incidente de inconstitu-
cionalidad del artículo 582 del Código de Procedimientos Civiles, 
que si bien es cierto es denominado incidente en el precitado 
artículo, la elevación la decide el juez del amparo constitucional 
sin que tenga intervención en este procedimiento de consulta las 
partes intervinientes en la garantía constitucional.

Todas estas variables que integran el proceso de control de 
constitucionalidad en la República del Paraguay, muchas de ellas 
son recientes y requieren un mayor desarrollo, y las que no, como 
la acción y la excepción requieren una serie de reformas legisla-
tivas para un fortalecimiento en su alcance y aplicación para el 
mejoramiento de la justicia constitucional.
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